El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA UNITARIA CIVIL - FAMILIA

      Magistrada Sustanciadora: Claudia María Arcila Ríos
      Pereira, diciembre dieciocho (18) de dos mil diecisiete (2017)
      Expediente No. 66001-31-03-001-2017-00086-01
Resuelve esta Sala sobre la consulta del auto proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, el 20 de noviembre pasado, por medio del cual sancionó a los Drs. Fredy Humberto Bonilla Pérez y Juan José Duque Liscano, en su orden, representante legal y presidente de la sociedad Fiduagraria SA, con arresto de tres días y multa de tres salarios mínimos legales mensuales, como responsables del desacato a un fallo de tutela.
A N T E C E D E N T E S

1. Mediante sentencia del pasado 15 de septiembre, el Juzgado Primero Civil del Circuito concedió el amparo solicitado por la señora Doris Marina Castro Grajales y ordenó al representante legal de la Fiduagraria, entidad administradora y vocera del Patrimonio Autónomo de Remanentes del ISS, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación del fallo, “iniciar los trámites que sean necesarios, tendientes a resolver de manera clara, precisa y congruente” las peticiones elevadas por la actora el 23 de junio y el 10 de agosto de este año, relacionadas con: a) el turno cronológico y la categoría asignada a la acreencia de la demandante; b) certificación de los pagos a turnos posteriores de acuerdo con la fecha de la expedición de las sentencias laborales y las solicitudes de pago presentadas; c) la fecha en que se realizará el pago de lo ordenado por la justicia laboral “y el valor de lo ordenado pagar por parte del liquidador” y d) remitir copia del comprobante del depósito o constitución del título a favor de la demandante.
2. El 27 de octubre siguiente, el apoderado de la accionante informó que esa orden se había incumplido ya que “la entidad reitera de forma autómata y desobligada, el contenido del oficio 201706718 del 9 de junio de 2017 en el que se entorpece el suministro de la información solicitada”.
3. Por auto del 30 del citado mes se requirió al representante legal de la Fiduagraria para que en el término de tres días se manifestara sobre el incumplimiento imputado y al presidente de esa entidad para que hiciera cumplir el fallo de tutela e iniciara el proceso disciplinario correspondiente.
4. Mediante proveído del 7 de noviembre siguiente se dispuso dar apertura al incidente de desacato contra esos funcionarios, a quienes se les otorgó el término de tres días para que ejercieran su derecho de defensa y aportaran las pruebas que pretendieran hacer valer.

5. El 14 de noviembre se decretaron pruebas.  
6. Según constancias secretariales del 7, 14 y 20 de noviembre, los términos concedidos en esas providencias, vencieron en silencio. 
7. El 20 de noviembre se dictó el auto motivo de consulta.
8. En esa misma fecha se recibieron sendos oficios suscritos por el encargado de la Unidad de Tutelas de la entidad demandada, en los cuales, luego de informar sobre los antecedentes y la naturaleza jurídica de esa Fiduciaria, indicó que mediante comunicaciones del 3 de noviembre de este año, remitidas a la demandante y a su apoderado, se dio respuesta clara, precisa, congruente y de fondo a las peticiones elevadas el 23 de junio y el 10 de agosto de este año, en obedecimiento al mandato judicial. Solicitó, se declare cumplido el fallo de tutela, se desvincule a la entidad que representa, se abstenga de dar apertura al incidente y se disponga el archivo del trámite.     
9. En constancia secretarial del 23 de noviembre se indicó que atención a lo informado por la entidad accionada, el despacho se comunicó con el asistente del apoderado de la accionante a quien se le interrogó sobre el cumplimiento alegado por la entidad accionada, pero la respuesta fue negativa pues “lo que ellos argumentaban eran los mismo (sic) motivos que llevaron al instaurar la acción de tutela”. 
10. En escrito recibido el 28 de noviembre
, el citado funcionario pidió se revocara la sanción impuesta. Alegó que lo expresado en la constancia secretarial en la cual se dijo que la Fiduciaria había guardado silencio, no es cierto pues esa entidad se pronunció dentro del trámite constitucional, para informar del cumplimiento del fallo de tutela, en las siguientes fechas: a) el 13 de septiembre de 2017 cuando contestó la acción de tutela; b) el 26 siguiente cuando impugnó el fallo de tutela, recurso que fue negado; c) el 28 del citado mes; d) el 8 de noviembre, por memorial que fue enviado al correo electrónico institucional del juzgado y por correo certificado y e) el 10 de noviembre.  
11. Lo anterior, así como lo relativo al cumplimiento del fallo de tutela, fue reiterado en esta sede. 
C O N S I D E R A C I O N E S

1. El objeto de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que señale la ley. Por medio de esa especial acción se profieren órdenes de inmediato e ineludible cumplimiento para obtener que se repare el orden constitucional quebrantado por la violación de un derecho de aquella naturaleza.

2. El incidente por desacato previsto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 consagra una sanción inmediata y efectiva para el caso de la desobediencia del mandato constitucional proferido por el juez de tutela, la que debe ser impuesta por medio de un trámite especial que garantice los derechos de defensa y el debido proceso, para aquel de quien se afirma ha incurrido en la desobediencia. 

La misma disposición dice que la persona que incumpliere una orden de un Juez proferida con base en ese decreto, incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en ese decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar.

El artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, que otorga facultades al juez para obtener el cumplimiento del fallo, dice en su parte pertinente:

“Cumplimiento del fallo. Proferido el fallo que concede la tutela, la 
autoridad responsable del agravio deberá cumplirlo sin demora.

“Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél...”.

3. En el asunto bajo estudio, como ya se indicara, mediante sentencia del pasado 15 de septiembre, el Juzgado Primero Civil del Circuito local ordenó al representante de Fiduagraria suministrar respuesta clara, precisa y congruente a las peticiones elevadas por la accionante el 23 de junio y 10 de agosto de este año, relacionadas con: a) el turno y la categoría asignada a la acreencia labora de la actora; b) la certificación de los pagos a turnos posteriores, de acuerdo con la fecha en que se dictó las sentencias laborales y las peticiones de pago formuladas; c) la fecha en que se cumplirá lo ordenado por la justicia laboral “y el valor de lo ordenado pagar por parte del liquidador” y d) la copia del comprobante del depósito o constitución del título a favor de la demandante.
4. En el escrito por medio del cual se dio cuenta del incumplimiento en que ha incurrido la accionada, expuso el apoderado de la accionante que la Fiduagraria se ha limitado a obstaculizar el suministro de la información solicitada.
5. Dentro del trámite del incidente, la entidad demandada aportó copia de los oficios dirigidos a la actora
 y a su apoderado
 en los cuales les informan que: 
5.1 A ninguno de los acreedores del extinto ISS se asignó turno cronológico de pago, de conformidad con las normas sustantivas que regulan los procesos concursales de las entidades públicas, siendo los únicos criterios de pago el orden legal de prelación de créditos y la concurrencia al proceso de forma oportuna. De conformidad con el literal b) del numeral cuarto de la cláusula séptima del contrato de fiducia mercantil No. 05 de 2015, las obligaciones remanentes, en este caso las sentencias proferidas en contra del ISS se “cancelarán en primer lugar con los recursos líquidos que se hayan transferido al Patrimonio Autónomo de Remanentes -PAR- que se hayan destinado específicamente para tal fin por parte de la entidad contratante, en caso de que no se hayan transferido recursos líquidos para su atención, o no se tengan (sic) fuente específica de financiamiento, deberán atenderse con el producto de la administración o enajenación de los activos fideicomitidos”.

5.2 No es posible acceder a la solicitud de certificación de los pagos a turnos posteriores, en relación con la fecha en que se dictaron las sentencias laborales y las peticiones de pago formuladas, pues, reitera, ninguna acreencia a cargo del extinto ISS se encuentra con turno de pago. 
5.3 Tampoco es posible informarle la fecha en que se cumplirá lo ordenado por la justicia laboral, en razón a que carecen de recursos suficientes para cancelar los créditos insolutos pues el proceso liquidatorio del ISS dio un margen presupuestal para el pago de sentencias laborales, reconocidos como créditos de primera clase, sin embargo, no dispuso ni se hizo entrega de recursos para fallos cobrados con posterioridad al cierre del citado trámite liquidatorio. Por ello, la Fiduciaria y el Ministerio de Salud se encuentran adelantando las gestiones necesarias con el fin de obtener el patrimonio suficiente para cancelar esas deudas, incluida la de la actora, de conformidad con los Decretos 0541 y 1051 de 2016. Esa fiduciaria no tiene interés alguno en desconocer las decisiones judiciales, pero se encuentra obligado a acatar la prelación legal de créditos y la disponibilidad presupuestal.

5.4 Teniendo en cuenta que la actora no hizo parte del proceso concursal, tal como se observa al revisar las bases de datos entregadas por el ISS, es improcedente que el liquidador le hubiere aprobado o dispuesto un monto para el pago de su deuda. Reiteró que una vez se disponga de los recursos suficiente esta se cancelará, en atención a los términos concedidos en la providencia judicial o dentro del eventual proceso ejecutivo.

5.5 Por todo lo anterior es inviable expedir copia del comprobante del depósito o constitución del título a favor de la demandante.

5.6 La cuenta de cobro presentada a nombre de la accionante fue recibida en el Patrimonio Autónomo de Remanentes el 30 de julio de 2015 y quedó radicada bajo el No. 014936. De conformidad con la respuesta brindada el 4 de agosto de 2015, la condena impuesta a su favor sería cancelada una vez se sufragaran las acreencias que fueron calificadas y graduadas en la vigencia del proceso concursal del ISS, de acuerdo con el Decreto 663 de 1993 y el artículo 2488 del Código Civil. 
Para efecto del pago de acreencias los beneficiarios deben incorporar copia auténtica de las sentencias judiciales, con constancia de ejecutoria, copia del documento de identidad, el RUT y una declaración extraprocesal en la que se indique que no se han presentado cobros diferentes respecto de esa misma deuda. En este caso, solo hasta el 5 de septiembre de 2016 la accionante cumplió esos requisitos y luego de lo cual se procedió a remitir el caso al Departamento Financiero “para los trámites finales de revisión y una vez se cuenten con los recursos necesarios para tal fin”.

5.7 Los recursos dejados por el liquidador fueron agotados y no fue posible disponer de nuevos. Sin embargo se han adelantado las gestiones necesarias para obtenerlos y así poder garantizar las obligaciones pendientes, entre ellas la de la demandante. Citó los parágrafos primero y segundo de la cláusula décima tercera del Decreto 2013 de 2012 en los que se establece que la fiduciaria no tiene la calidad de cesionario, ni de subrogatario de las obligaciones del ISS, pues simplemente administra los recursos activos fideicomitidos, incluyendo los procesos judiciales. Tampoco es sustituta, sucesora procesal, subrogataria por pasiva, ni continuadora de la personalidad jurídica de la entidad que se liquida. Tampoco será “responsable ante el Fideicomitente no (sic) ante los beneficiarios o terceros por mora o imposibilidad de efectuar los pagos ordenados, ocasionada por carencia de recursos financieros disponibles en el fideicomiso”.
6. Tales respuestas fueron entregadas al correo electrónico de la demandante
 y a la dirección de su apoderado
 el 7 de noviembre siguiente.
7. Significa lo anterior que los derechos fundamentales de la demandante se encuentran salvaguardados, pues si bien la información pedida dejó de ser brindada como tal, se explicaron los motivos por los cuales ello no era posible, los cuales la Sala encuentra justificados ya que la falta de recursos luego del proceso liquidatorio del ISS y las condiciones pactadas en el contrato de fiducia para administrar los activos y pasivos de esa entidad, constituyen razones válidas que impiden a la entidad suministrar los datos solicitados.  
No obstante que la orden contenida en la sentencia se acató por fuera del término otorgado con tal fin, se revocará el auto objeto de consulta y se abstendrá la Sala de imponer sanción alguna, de acuerdo con lo enseñado por la Corte Constitucional, que el objeto del incidente por desacato no es el de imponer sanciones, sino obtener el cumplimiento de la orden dada. Así, ha dicho: 

“35. Entonces, el desacato es un mecanismo de creación legal “que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales”. Así, el desacato ha sido entendido “como una medida que tiene un carácter coercitivo, con la que cuenta el juez constitucional para conseguir el cumplimiento de las obligaciones que emanan de sentencias de tutela”. En otras palabras, “el principal propósito de este trámite se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”. Por esa razón, “la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma, sino que debe considerarse como una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia”
…”
 
8. Para finalizar es necesario llamar la atención del juzgado de conocimiento, que, contrario a lo realmente acaecido, hizo constar que la demandada había guardado silencio durante el trámite incidental, a pesar de que el 8 de noviembre de este año, es decir con anterioridad a la fecha en que se profirió el auto objeto de consulta, la entidad accionada se había pronunciado para solicitar se declarara el cumplimiento del fallo de tutela y aportó los documentos por medio de los cuales acreditaba ese hecho
, y que además, antes de que el demandante informara sobre el supuesto desacato, el 27 de octubre de este año, ya se había informado sobre aquella situación
. Esta omisión llevó a aplicar la sanción ya mencionada, con  desconocimiento del derecho al debido proceso de los funcionarios involucrados y, por tanto, sería a otra clase de decisión la que se debería adoptar, de no ser porque se encuentra demostrado la carencia actual de objeto por hecho superado. Tal situación ha debido producirse por la desorganización en la formación del expediente, pues varios de los documentos aportados por la accionada se dejaron por fuera del cuaderno del incidente de desacato y así se enviaron a esta Sala.
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,  

R E S U E L V E 

REVOCAR el auto proferido el 20 de noviembre pasado, por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira. En su lugar, se abstiene de sancionar a los Drs. Fredy Humberto Bonilla Pérez y Juan José Duque Liscano, en su orden, representante legal y presidente de la sociedad Fiduagraria SA, por el incumplimiento al mandato impuesto en el fallo de tutela.
Notifíquese, 

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Tal como se evidencia en los documentos anexos al expediente los cuales carecen de cuaderno respectivo y por tanto no se encuentran foliados. Ese mismo escrito, pero sin fecha de recibido, obra a folios 159 a 175 del cuaderno principal


� Folios 68 a 75 del cuaderno No. 2


� Folios 77 a 84 cuaderno No. 2


� Folio 67 cuaderno No. 2


� Folio 76 cuaderno No. 2


� Sentencia T-171de 2009, MP. Humberto Sierra Porto. 


� Sentencia T-633 de 2013, MP. Luis Ernesto Vargas Silva


� Folios 120 a 131 del cuaderno No. 1


� Folios 7 a 58 de este cuaderno
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